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Acta No. 255 de mayo 17 de 2017




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por COSMITET LTDA. -Corporación de Servicios Médicos Internacionales THEM y CIA. LTDA.- frente a la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, el 27 de marzo último, en esta acción de tutela que Lucía Eugenia Lozano de Vargas promovió en contra de aquella y de la FIDUPREVISORA SA.





ANTECEDENTES

  



Lucía Eugenia Lozano de Vagas, quien actúa por medio de apoderado judicial, relató, en síntesis, que es pensionada por parte del Fondo de Prestaciones del Magisterio, administrado por Fiduprevisora SA, y su servicio de salud le es prestado por la Corporación de Servicios Médicos Internacionales THEM y CIA. LTDA. -COSMITET LTDA-; debido a su diagnóstico de glaucoma primario de ángulo abierto le fue adicionado el tratamiento que seguía con “Brimonidina Tartratos”, con el medicamento “LATANAPROST”, sin que a la fecha se le haya entregado. Además, presenta “GONARTROSIS PRIMARIA BILATERAL Y SÍNDROME DEL TÚNEL CARPIANO” a raíz de lo cual se ordenó una “VALORACIÓN POR CIRUJANO DE MANO”, sobre la que tampoco se ha expedido autorización. No cuenta con los medios económicos para sufragar directamente los costos que ello le genera, y su problema de visión la puede conducir a la ceguera, además de posible pérdida de visión repentina.
 



Estimó lesionados sus derechos fundamentales “a la SALUD, VIDA EN CONDICIONES DIGNAS y DIGNIDAD HUMANA”, cuya protección deprecó, y como consecuencia de ello, que se ordenara a la parte accionada autorizar y garantizar la entrega del LATANAPROST y la VALORACIÓN POR CIRUGÍA DE MANO; asimismo, reclamó la prestación de un tratamiento integral.

   


 
El Juzgado le dio impulso a la acción y corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. No se obtuvo respuesta y sobrevino el fallo de primer grado, en el que se concluyó que se ha dilatado, por parte de COSMITET LTDA., como la directa responsable y obligada a ello, la prestación de los servicios demandados, lo que pone en riesgo los derechos fundamentales invocados; por consiguiente, se le ordenó que autorizara  y suministrara a la accionante, en la forma y presentación dispuesta por el médico tratante, el medicamento denominado LATANAPROST; igualmente, la VALORACIÓN POR CIRUJANO DE MANO; a su vez se ordenó la prestación de un tratamiento integral relacionado con las patologías anunciadas en el libelo; finalmente, se absolvió a la fiduciaria, porque la competencia en la prestación del servicio demandado recae en la conminada a ello, en razón al contrato de servicios de salud.
   



Impugnó COSMITET y centró su inconformidad en el tratamiento integral que conlleva prestaciones futuras e inciertas con coberturas excluidas del POS, y en que no se autorizó el recobro ante la FIDUPREVISORA S.A.




CONSIDERACIONES

 



Sea lo primero decir que aunque la demandante promovió con antelación otra acción de tutela, la cuestión allí quedó estrictamente limitada al suministro de un medicamento diverso al que acá se reclama, sin órdenes adicionales, por lo que nada tiene que ver con este nuevo trámite, como para llegar a configurar una cosa juzgada constitucional.

  



Dicho esto, se recuerda que el artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



En este caso, Lucía Eugenia Lozano de Vargas, invocó el amparo de los derechos fundamentales a la salud y la vida en condiciones dignas, que consideró conculcados por parte de COSMITET LTDA y la FIDUPREVISORA SA,  al no autorizarle el medicamento “LATANAPROST”, y la “VALORACIÓN POR CIRUJANO DE MANO”.





No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
, y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°); además, nadie puso en entredicho las órdenes médicas de que da cuenta la actora, menos aún la necesidad y urgencia del fármaco y la atención requeridos. 
  



Así que resultan razonables los argumentos expuestos por el Juzgado de primer grado, al conceder la protección reclamada, porque, están en juego aquellos derechos. 
   



Lo que cuestiona la impugnante tiene que ver, en primer lugar, con la orden de tratamiento integral impartida. Pero, para la Sala, la decisión fue acertada, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, no solo por tratarse de un adulto mayor, sino por la complejidad en su estado de salud. 
Cuando se adopta una decisión de esta estirpe, lo que se procura es que la entidad obligada cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban al paciente. En este caso, a la accionante, con ocasión del glaucoma primario de ángulo abierto que le fue diagnosticado y lo que se desprenda luego de la valoración por cirujano de mano, frente al síndrome del túnel carpiano que presenta; es decir, que allí no hay indeterminación o generalización, pues la orden quedó restringida a esas específicas patologías. 
Esa forma de resolver, obedece, sobre decirlo, a la desidia con la que hasta ahora se ha manejado la situación de la paciente que, a pesar de la urgencia de los servicios que requiere, se le han dilatado en el tiempo; y no solo en esta ocasión, sino con anterioridad, pues bien se sabe que tuvo que acudir a una acción de esta misma índole en el pasado, dado que la entidad incumplió también sus obligaciones. 
Sobre esta figura ha dicho precisamente la jurisprudencia
:
“El Principio de Integralidad. Reiteración de Jurisprudencia.

16.- La Observación General 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales dispone que el derecho a la salud supone la existencia de cuatro elementos, sin los cuales no podría garantizarse su efectividad, ellos son: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. 

(..)
Por lo tanto, puede afirmarse que un componente determinante de la calidad en la prestación del servicio público de salud es el principio de integridad (o principio de integralidad), el cual ha sido destacado de manera importante por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, las regulaciones en materia de salud y la jurisprudencia constitucional colombianas.

.- De otro lado, es claro que el principio de integralidad es uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en el Sistema SGSSS deben prestar un tratamiento integral a sus pacientes, con independencia de que existan prescripciones médicas que ordenen de manera concreta la prestación de un servicio específico. Por eso, los jueces de tutela deben ordenar que se garanticen todos los servicios médicos que sean necesarios para concluir un tratamiento
. Por tal, el Estado tiene el deber de brindar a todos los colombianos residentes en el país protección en salud. 

(…)
.- Con base en ello, esta Corte ha desarrollado toda una línea jurisprudencial para darle plena aplicación al principio de integralidad y de esa manera garantizar plenamente el derecho fundamental a la salud de todos los ciudadanos. Por ello, ha dispuesto que la atención a la salud debe ser integral y comprender el cuidado, el suministro de medicamentos, las intervenciones quirúrgicas, las prácticas de rehabilitación, la realización de exámenes de diagnóstico y seguimiento así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el restablecimiento de la salud del paciente
. 

(…)

La otra perspectiva, que interesa particularmente en el presente caso, es la que da cuenta de la necesidad de proteger el derecho fundamental a la salud de manera tal que todas las prestaciones requeridas por una persona en determinada condición de salud, sean garantizadas de manera efectiva. Esto es, que la protección sea integral en relación con todo aquello que sea necesario para conjurar la situación particular de un(a) paciente.”

  



Y es que, la misma Ley 1751 viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15). De manera que la orden se ajusta a estos lineamientos, máxime cuando, se repite, no se extendió en forma genérica o abstracta; al contrario se concretó a las deficiencias de salud que, para este caso, expuso la demandante. 

   



Por ello, el disentimiento que plantea la impugnante, se torna inadmisible en esta sede. 
  



Como también la rélica que formula por la falta de una orden de recobro. Y es que, el fundamento para no disponer nada sobre el mismo, deviene de que no corresponde al juez constitucional dilucidar lo atinente a tal concepto, como quiera que su labor está encaminada al análisis de la vulneración de derechos fundamentales, nunca a definir cuestiones interadministrativas o de orden económico entre entidades del SGSSS, como aquella. Por ello, es válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, como lo ha delineado la Corte Constitucional; así, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 llamó la atención acerca de que no podía condicionarse el reconocimiento al derecho de recobro por los costos que las entidades tuvieren que asumir por servicios no POS, a que la orden estuviera consignada en la parte resolutiva de los fallos de tutela; en otra ocasión, en la sentencia T-727 de 2011 dijo la misma alta Corporación:
  


“Por último, en relación con la orden de recobro… sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

  


De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

  


Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre …el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la entidad prestadora del servicio, para que pueda recobrar su costo frente a quien corresponda; por ello, es inane que el juez de tutela lo declare así expresamente. 
 

En conclusión, se prohijará el fallo objeto de revisión
 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, el 27 de marzo último, en esta acción de tutela que Lucía Eugenia Lozano de Vargas promovió en contra de COSMITET LTDA. -Corporación de Servicios Médicos Internacionales THEM y CIA. LTDA.- y de la FIDUPREVISORA SA.
   



Entérese de esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

   



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-053/09


� Esta posición jurisprudencial ha sido reiterada en diferentes fallos, dentro de los cuales pueden señalarse a manera de ejemplo los siguientes: T-830 de 2006, T-136 de 2004, T-319 de 2003, T-133 de 2001, T-122 de 2001 y T-079 de 2000.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia  T-518 de 2006


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.





